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Revisión 

Administrativa 

procedente del 

Departamento de 

la Familia 

 

Caso Núm.: 

0364815 

 

Sobre:  

Alimentos (Revisión 

de la Resolución 

sobre Revisión de 

pensión 

Alimentaria) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, la Juez Birriel Cardona y la Juez Ortiz Flores 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

 Comparece la Sra. Lorel E. Cordero Vargas, en 

adelante la señora Cordero o la recurrente, y solicita 

que revoquemos una Resolución emitida por la 

Administración para el Sustento de Menores, en 

adelante ASUME, mediante la cual declaró no ha lugar 

un recurso de revisión administrativa. 

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se desestima el recurso de revisión 

administrativa por falta de jurisdicción. 

-I- 

 Según surge del expediente, ASUME emitió una 

Orden Estableciendo Obligación de Proveer Alimentos 

por Estipulación, por la cantidad de $207.22 mensual, 

para beneficio del menor EAPC, procreado entre la 

señora Cordero y el Sr. Carlos E. Pérez Pérez, en 
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adelante el señor Pérez o el recurrido. Dicha orden 

fue efectiva al 14 de julio de 2004.
1
 

 En desacuerdo, la señora Cordero presentó una 

Petición de Revisión o Modificación de Pensión 

Alimentaria.  

Así las cosas, la Administradora de ASUME emitió 

una Resolución sobre Revisión de Pensión Alimentaria. 

Insatisfecha, la recurrente presentó una Moción 

Solicitando Reconsideración. 

El 2 de marzo de 2016, notificada el 23 de mayo 

de 2016 y puesta en el correo el 1 de junio del mismo 

mes y año, la Jueza Administrativa de ASUME emitió una 

Resolución en la que declaró No Ha Lugar el recurso de 

reconsideración presentado por la señora Cordero. La 

Resolución recurrida incluyó el siguiente 

apercibimiento:  

1. […] 

 

2. […] 

 

3. En los casos en que la Juez 

Administrativa emita determinación en 

Reconsideración, la parte adversamente 

afectada podrá presentar una solicitud de 

revisión ante el Tribunal de Circuito de 

Apelaciones conforme al Reglamento de ese 

Tribunal, dentro del término [de] treinta 

(30) días contados a partir del archivo 

en autos de la Resolución en 

Reconsideración. La solicitud de 

Reconsideración es un requisito 

jurisdiccional para poder solicitar 

Revisión judicial ante el Tribunal de 

Circuito de Apelaciones. (Énfasis 

suplido).  

 

4. La solicitud de Reconsideración o 

Revisión no exime de cumplir con lo aquí 

ordenado. […]
2
 

 

                                                 
1 Anejo IV de la recurrente, págs. 19-22. 
2 Id., págs. 62-63. (Énfasis suplido). 
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Inconforme con la decisión de la Jueza 

Administrativa, la recurrente presentó un Alegato en 

Apelación en el que alega la comisión de tres errores. 

Examinados los escritos de las partes y los 

documentos que obran en autos, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

La Ley Número 5 de 30 de diciembre de 1986, según 

enmendada, conocida como Ley Orgánica de la 

Administración para el Sustento de Menores, 8 LPRA 

sec. 501 y ss., en adelante Ley Núm. 5, prescribe 

ciertas normas que rigen el proceso para fijar la 

pensión alimentaria, con el propósito de que se 

establezca una pensión justa y razonable para el 

beneficio del menor alimentista.
3
  

Este cuerpo normativo creó un procedimiento 

administrativo expedito que permite procurar de los 

progenitores, o personas legalmente responsables, su 

contribución a dicha manutención, mediante la 

agilización de los procedimientos administrativos y 

judiciales para la determinación, recaudación y 

distribución de las pensiones alimentarias.
4
 Dicho 

procedimiento administrativo expedito provee para que 

el administrador o juez administrativo, establezca, 

modifique o haga efectiva pensiones alimentarias.
5
  

Una vez establecida la pensión alimentaria, se 

advierte a la parte adversamente afectada sobre su 

                                                 
3 Art. 4 de la Ley Núm. 5, 8 LPRA sec. 503; Llorens Becerra v. 

Mora Monteserín, 178 DPR 1003 (2010). 
4 Art. 3, 8 LPRA sec. 502. 
5 Art. 11, 8 LPRA sec. 510. 
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derecho a solicitar revisión o reconsideración ante el 

Juez Administrativo. Para ello contará con un término 

de 20 o 30 días, dependiendo de si el recurrido reside 

en o fuera de Puerto Rico. De no solicitar revisión o 

reconsideración dentro del término señalado, la orden 

será final y firme.
6
 

En cuanto a la revisión judicial del dictamen 

administrativo, el Artículo 11A, de la Ley Núm. 5, 

dispone: 

De conformidad con las secs. 2101 et seq. 

del Título 3, conocidas como “Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, la 

parte adversamente afectada podrá, dentro 

de un término de treinta (30) días 

contados a partir de la fecha del archivo 

en autos de la copia de la notificación 

de la orden o decisión final del Juez 

Administrativo, presentar una solicitud 

de revisión ante el Tribunal de 

Apelaciones. Será requisito 

jurisdiccional para poder acudir en 

revisión judicial, haber solicitado 

oportunamente la reconsideración de la 

orden de la cual se recurre. […].7 

 

B. 

Como se sabe, un término jurisdiccional confiere 

autoridad a un foro adjudicativo para resolver una 

controversia y su incumplimiento no admite justa 

causa. A diferencia de un término de cumplimiento 

estricto, el término jurisdiccional es fatal, 

improrrogable e insubsanable, por lo que no puede 

acortarse ni extenderse.
8
 Por ende, cuando un tribunal 

determina que no tiene jurisdicción viene obligado a 

                                                 
6 Art. 11 (c), 8 LPRA sec. 510 (c). (Énfasis suplido). 
7 Art. 11A, 8 LPRA sec. 501a. (Énfasis suplido). 
8 Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 7 (2000). 
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desestimar el caso, pues ésta nunca puede ser 

subsanada ni por las partes ni por el tribunal.
9
 

Finalmente, los tribunales estamos llamados a 

velar por nuestra jurisdicción. A esos efectos, es 

norma reiterada que los tribunales son los guardianes 

de su jurisdicción, independientemente de que la 

cuestión haya sido planteada anteriormente o no.
10
 Así 

pues, la jurisdicción no se presume toda vez que, 

previo a la consideración en los méritos de un 

recurso, el tribunal tiene que determinar si tiene 

facultad para entender en el recurso mismo.
11 

-III- 

Del examen de los documentos que obran en autos 

es forzoso concluir que carecemos de jurisdicción para 

atender el recurso de revisión administrativa ante 

nos. Veamos. 

Surge del expediente que la Jueza Administrativa 

emitió la Resolución recurrida el 2 de marzo de 2016, 

notificada el 23 de mayo de 2016 y puesta en el correo 

el 1 de junio de 2016. Dicha determinación establece 

claramente que “[l]a solicitud de Reconsideración es 

un requisito jurisdiccional para poder solicitar 

Revisión judicial ante el Tribunal de Circuito de 

Apelaciones”. 

De igual forma, el Artículo 11A de la Ley de Núm. 

5 dispone que “[s]erá requisito jurisdiccional para 

poder acudir en revisión judicial, haber solicitado 

oportunamente la reconsideración de la orden de la 

                                                 
9 Moreno González v. Coop. Ahorro Añasco, 177 DPR 854 (2010); 

Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991); Pueblo v. Miranda 

Colón, 115 DPR 511, 513 (1984). 
10 Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 DPR 309, 332 

(2001). 
11 Sociedad de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644, 645 (1979). 
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cual se recurre”.12 A esos efectos conviene recordar 

que “cuando la ley es clara [y] libre de toda 

ambigüedad, la letra de ella no debe ser menospreciada 

bajo el pretexto de cumplir su espíritu”.
13
 

En el caso ante nuestra consideración, la 

recurrente presentó el recurso de epígrafe sin antes 

haber cumplido el requisito jurisdiccional de 

presentar una moción de reconsideración ante ASUME. En 

estas circunstancias, este Tribunal carece de 

jurisdicción para atender la Revisión Administrativa. 

Al haber transcurrido el término para solicitar 

reconsideración ante la agencia administrativa, la 

determinación recurrida advino final y firme de 

conformidad con el Artículo 11 de la Ley Núm. 5.  

-IV- 

 Por los fundamentos previamente expuestos, se 

desestima el recurso de revisión administrativa por 

falta de jurisdicción. 

 Notifíquese.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 La juez Birriel Cardona disiente con opinión 

escrita. 

 

 

        Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

        Secretaria del Tribunal de Apelaciones

                                                 
12 8 LPRA sec. 501a. (Énfasis suplido). 
13 P.R. Fuels, Inc. v. Empire Gas Co., Inc., 149 DPR 691 (1999); 

Art. 14 del Código Civil, 31 LPRA sec. 14. 
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Panel integrado por su presidente, el juez Figueroa Cabán, 

y las juezas Birriel Cardona y Ortiz Flores. 
 

VOTO DISIDENTE 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

Respetuosamente disiento de la mayoría ya que 

entiendo que este Tribunal tiene jurisdicción para atender el 

recurso.  

 Se desprende de los documentos contenidos en el 

apéndice de este recurso de revisión judicial que el 8 de 

octubre de 2015 la Sra. Lorel E. Cordero Vargas (la 

recurrente) presentó el 18 de septiembre de 2015 la Moción 

Solicitando Reconsideración de la Resolución emitida por 

ASUME. Mediante dicha Resolución, se determinó que la 

deuda retroactiva de alimentos era una efectiva desde el    

25 de febrero de 2015. Inconforme, la recurrente solicita 

Reconsideración, que se determine que la deuda retroactiva 

de alimentos es efectiva desde el 11 de septiembre de 
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2015, que se adeuda la cantidad de $12,013.80 y solicita 

que se determinen los honorarios de abogado pertinentes. 

 La Reconsideración fue resuelta el 16 de marzo de 

2016, la que fue notificada por ASUME el 1 de junio de 

2016, conforme se desprende del sello postal del sobre 

que se une. (XI- pág. 65). Ver anejos X, XI. Es doctrina 

jurídica que si la fecha del archivo en autos de copia de la 

notificación de la resolución es distinta a la del depósito en 

el correo de dicha notificación, el término se calculará a 

partir de la fecha del depósito en el correo. Florenciani v. 

Retiro, 162 DPR 365, a la pág. 372 (2004); Hosp. Dr. 

Domínguez v. Ryder, 161 DPR 341, a la pág. 345 (2004). 

La copia del sobre sellado y timbrado en la que consta la 

fecha del depósito en el correo de la notificación del 

dictamen, es la prueba acreditativa de la diferencia entre la 

fecha del archivo en autos de la notificación y su depósito 

en el correo. SLG Llorens v. Srio. de Justicia, 152 DPR 2, a 

las págs. 7-8 (2000); Martínez, Inc. v. Abijoe Realty Corp., 

151 DPR 1, a la pág. 13 (2000). 

 El Reglamento del Tribunal de Apelaciones le reconoce 

discreción y le provee flexibilidad a ese foro para tramitar 

los recursos ante sí de manera ágil y eficiente. 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 2, 8. No obstante, el ejercicio de esa discreción 

no puede tener el efecto de perjudicar el derecho a apelar 

de las partes, para cuya garantía fue creado precisamente 

el Tribunal de Apelaciones. Art. 4.002 de la Ley de la 

Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 
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2003, Ley Núm. 21-2003, 4 LPRA sec. 24u; Pueblo v. 

Rodríguez Ruiz, 157 DPR 288, 294 (2002). La discreción 

judicial, instrumento esencial al que continuamente 

recurren los jueces en el desempeño de sus funciones, está 

inexorablemente ligada a nociones de razonabilidad, según 

el contexto particular en el que ésta se ejerza. García v. 

Padró, 165 DPR 324, 335 (2005); Pueblo v. Ortega 

Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). 

 Enfatizo que solo luego de contar con el alegato de la 

parte recurrida y de los autos originales de ASUME, sólo 

entonces, procedería disponer del recurso de revisión 

judicial de epígrafe. 

 

 
 

Olga E. Birriel Cardona 

Jueza de Apelaciones 
 

 


